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l. INTRODUCCIÓN 
D E todos los posibles temas que podía haber suscitado la Ley de Estabilidad Presupuestaria 
(LEP), incluso en el plano académi-
co, ya fuera el relativo a la revisión 
de los principios presupuestarios; a 
la relación de este rigor presupues-
tario con el cumplimiento de las 
obligaciones de la Hacienda Públi-
ca; o a la relación de esta disciplina 
presupuestaria con el cumplimien-
to de sentencias judiciales y por lo 
tanto con el principio constitucio-
nal de tutela judicial efectiva; la 
cuestión que más ha preocupado, 
ha sido el de la legitimidad del 
Estado para imponer una disciplina 
presupuestaria en todos los niveles 
de la Hacienda Pública. Por eso no 
es extraño el título genérico que 
enmarca esta exposición, y a este 
tema es al que primero voy a alu-
dir. 
En efecto, antes de que nos 
adentremos en el análisis de la inci-
dencia de la LEP en la Hacienda Lo-
cal, habrá que situar a esta ley den-
tro del contexto de las normas y 
principios constitucionales en los 
que se mueve la actividad financie-
ra de los Municipios. Y ello no sólo 
para investigar la adecuación de la 
citada ley a los mandatos constitu-
cionales, cuestión por otro lado 
menos problemática en el ámbito 
de la Hacienda Local que en el de 
las Comunidades Autónomas, sino 
para intentar interpretar los precep-
tos de la LEP a la luz de los princi-
pios establecidos en la Constitu-
ción. 
Sin embargo, la primera cuestión 
que me gustaría aclarar es que el 
marco constitucional en el que la 
Hacienda local se mueve, no es 
hoy en día sólo el interno, sino 
también el comunitario, y que por 
tanto, a los principios constitucio-
nales que rigen la actividad finan-
ciera de las Hacienda Locales en la 
Constitución española, hay que su-
perponer también los establecidos 
por las normas comunitarias. En 
definitiva que el marco constitucio-
nal de la Hacienda local es actual-
mente interno y comunitario. 
11. EL MARCO 
CONSTITUCIONAL 
INTERNO 
La Constitución fija, por una 
lado, la distribución del poder fi-
nanciero, esto es, del poder para 
establecer un sistema de ingresos y 
gastos; de llevar a cabo, en definiti-
va, la actividad financiera en un 
Estado descentralizado como es el 
caso español. Por otro lado, la 
Constitución establece los princi-
pios comunes que limitarán el ejer-
cicio de ese poder financiero, del 
establecimiento y regulación de 
esos ingresos y gastos (principios 
de justicia formal y material del sis-
tema tributario y del gasto público). 
Además, establece los principios en 
los que se deben inspirar las rela-
ciones entre los diferentes niveles 
de la Hacienda Pública. Si bien me 
centraré en estos últimos, aplica-
bles particularmente a la Hacienda 
local, también hemos de recordar 
que los principios de justicia mate-
rial de ingresos y gastos son aplica-
bles a los ámbitos de decisión de 
las Entidades locales, tanto los rela-
tivos a la materia tributaria, porque 
forman parte de los derechos fun-
damentales, como los de justicia en 
el gasto público, porque forman 
parte consustancial del desarrollo 
de la actividad financiera en un 
Estado de Derecho. 
Pues bien, respecto a los princi-
pios constitucionales financieros 
relativos a la Hacienda Local, lo pri-
mero que hay que recordar es que 
la Constitución no establece expre-
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Hacienda autonómica (art. 
156.1) (1), un principio de autono-
mía financiera. El artículo 142 del 
CE sólo establece para estos entes 
el principio de suficiencia financie-
ra: «Las Haciendas Locales deberán 
disponer de los medios suficientes 
para el desempefto de las funciones 
que la ley atribuye a las CoJpora-
ciones respectivas, y se nutrirán 
fundamentalmente de tributos pro-
pios y de participación en los del 
Estado y las Comunidades Autóno-
mas». 
La primera cuestión que se plan-
teó, desde las primeras interpreta-
ciones de la Constitución, es si la 
autonomía financiera es sólo predi-
cable de las CC.AA. y no de las 
Entidades locales (2). Respecto a 
esta cuestión, hay actualmente una-
nimidad en admitir que la autono-
mía financiera esta vigente para 
ambas Haciendas territoriales, bási-
camente por dos razones: 
Primero, porque la autonomía fi-
nanciera no es un principio especí-
ficamente financiero, sino proyec-
ción o corolario lógico de la auto-
nomía política de las Entidades 
territoriales, y en concreto, de la 
que para los Municipios establece 
el artículo 137 que proclama que 
todas las entidades territoriales «go-
zan de autonomía para la gestión 
de sus respectivos intereseS>> y el ar-
tículo 140, que garantiza expresa-
mente «la autonomía de los Muni-
cipioS>>. 
(1) Art. 156:1 <<Las CC.AA. gozarán de 
autonomía financiera para el desarrollo y 
ejercicio de sus competencias con arreglo 
a los principios de coordinación con la Ha-
cienda estatal y de solidaridad entre todos 
los españoles,. 
(2) Vid. CEcERRAoo MILLAN, E.: ,,Las Ha-
ciendas Territoriales». Colleció D'Hisenda. 
Generalitat valenciana. Valencia, 1991. 
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Segundo, porque el reconoci-
miento de una Hacienda local su-
pone atribuir a un ente público la 
aptitud para ser titular de derechos 
y obligaciones de contenido econó-
mico, o lo que es lo mismo, un ám-
bito propio de recursos y necesida-
des públicas, lo que supone que se 
trata de una Hacienda ordenada, al 
menos, con criterios mínimos de 
autonomía financiera. 
Ahora bien, en la medida en que 
la autonomía financiera, o su tra-
sunto, el poder financiero, no es 
absoluto ni siquiera para el Estado, 
esta autonomía de la Entidades lo-
cales es más limitada, o su poder 
más relativo, si se compara con el 
de otras Haciendas territoriales. Es 
por ello por lo que actualmente se 
suele contraponer la llamada auto-
nomía institucional de la Hacien-
da local a la autonomía f'mancie-
ra de las Comunidades Autónomas. 
En efecto, esta limitación viene 
marcada respecto a los ingresos, 
fundamentalmente, por el límite 
formal representado por la ausen-
cia de potestad legislativa, lo que 
impide a la Hacienda Local estable-
cer, regular o incluso suprimir sus 
propios tributos, siendo una ley es-
tatal la que debe establecer el mar-
co general de actuación de la Ha-
cienda local en este campo. 
Respecto a la proyección de la 
autonomía financiera en otros in-
gresos, como el del endeudamien-
to, o en relación a la actividad pre-
supuestaria, el poder financiero de 
los entes locales aparece limitado 
también, no sólo por el principio 
de coordinación al que constante-
mente se hace referencia para justi-
ficar la injerencia estatal en las polí-
ticas presupuestarias y de deuda 
pública de los entes territoriales, 
sino por el propio principio de sufi-
ciencia que la Constitución garanti-
za. Si el Estado es finalmente el ga-
rante de esta suficiencia, es lógico 
como dice SOLER ROCH, que mar-
que las reglas de juego; que no 
otorgue una autonomía ilimitada 
en esta materia, y que, por lo tanto 
fije una régimen jurídico de actua~ 
ción a las Hacienda locales para 
que dentro de ese ámbito tome sus 
propias decisiones (3). Del mismo 
modo que el establecimiento de un 
sistema de recursos en la LHL no es 
incompatible con la autonomía lo-
cal, un régimen general de la activi-
dad presupuestaria o de endeuda-
miento no tiene tampoco por qué 
ser incompatible con la misma. 
Porque además, en esta relación 
entre la suficiencia y la autonomía, 
hay que recordar también, que de 
las posibles interpretaciones del 
principio de suficiencia (una según 
la cual una Hacienda es suficiente 
cuando goza de capacidad para 
conseguir dicha suficiencia en base 
a recursos propios, más concreta-
mente a tributos propios, o la inter-
pretación según la cual la suficien-
cia sólo se produce cuando la Ha-
cienda en cuestión obtiene los 
recursos que le son necesarios para 
atender las necesidades que le son 
propias, independientemente de la 
procedencia de dichos recursos), el 
Tribunal Constitucional ha adopta-
do esta segunda interpretación. De 
tal manera que la suficiencia puede 
estar garantizada, y de hecho así es, 
con recursos que proceden de la 
Hacienda estatal. Por lo tanto, si la 
suficiencia puede estar garantizada 
a través del gasto estatal, es lógico 
pensar que cualquier limitación de 
este gasto estatal puede tener re-
(3) Vid. SoLER RocH, Ma T.: <<Estabili-
dad Presupuestaria y Haciendas Locales". 
Revista Valenciana de Economía y Hacien-
da, n. 0 2, 2001, pág. 53. 
• 
percusiones sobre la Hacienda ele 
las entidades locales. 
Y en efecto, es una ley estatal, la 
ley 39/1988, ele Haciendas Locales 
(LHL), la que regula con carácter 
general no sólo el sistema ele finan-
ciación ele la Hacienda Local, sino 
también el régimen presupuestario 
y ele deuda pública al que se debe 
someter la actividad financiera ele 
los entes municipales. 
Por eso es una relativa novedad 
para la Hacienda Local, el que otra 
ley estatal, la LEP, con el rango ele 
ley ordinaria, al igual que lo era la 
LHL, establezca preceptos que dis-
ciplinen la actividad presupuestaria 
ele las entidades locales. 
Pero es que además, no es tam-
poco del todo novedosa la ley, 
como enseguida veremos, porque 
ya leyes estatales anteriores, y rela-
tivamente recientes (leyes ele acom-
pañamiento a los Presupuestos Ge-
nerales del Estado ele 1998, 1999, y 
2000, ya situaron a la Hacienda Lo-
cal en una situación ele semiestabi-
liclacl, muy cercana a la que la LEP y 
la Ley Orgánica ele Estabilidad Pre-
supuestaria (LOEP), han querido fi-
jar ahora para el Estado y las 
CC.AA. 
Pero volviendo al tema ele los 
principios constitucionales, la rela-
tiva autonomía ele la Hacienda lo-
cal, y su relación con el principio 
de suficiencia, ha sido confirmada 
también por el Tribunal Constitu-
cional en diferentes sentencias ( 4). 
Así la STC 179/1985, ele 19 ele di-
ciembre, manifestó que en base a la 
competencia sobre la <<Hacienda 
general y Deuda del Estado>> (art. 
(4) Vid. URIA FERNANoEz, F.: ,,Una refle-
xión acerca de la constitucionalidad de las 
Leyes de estabilidad Presupuestaria''· 
Cuadernos de derecho Público, n. 0 12, 
2001, pág. 118 y SS. 
149 .1.14), el Estado puede adoptar 
medidas sobre la Hacienda local 
que tengan por finalidad el sanea-
miento, para hacer posible que un 
nuevo sistema ele financiación (que 
también es competencia estatal), 
impida la generación ele déficit, 
que en último término, ha de ser 
atendido por la Hacienda estatal 
(en el mismo sentido las SSTC 
63/1986, 201/1988, 96/1990). Tam-
bién la STC 237/1992, ele 15 ele di-
ciembre, manifestó expresamente 
que <<esa libertad para establecer el 
plan de ingresos y gastos, en defini-
tiva, el presupuesto, no se establece 
constitucionalmente con carácter 
absoluto>> . 
Finalmente y casi por todas, la 
STC 135/1992, indicó que los crite-
rios establecidos teniendo en cuen-
ta a las Comunidades Autónomas, 
son transportables al ámbito ele la 
Administración Local. Y en este 
sentido, hay que poner ele relieve 
que el TC ha consolidado una inter-
pretación conjunta ele los principios 
de Coordinación ele la planificación 
general de la actividad económica 
(art. 149.1.13) y ele autonomía fi-
nanciera (art. 156), considerando 
en bastantes sentencias la compati-
bilidad entre el principio de auto-
nomía financiera y determinadas 
medidas ele política presupuestaria 
y ele endeudamiento. Asimismo, 
también, ha justificado en muchas 
otras sentencias las medidas que 
podrían ser dudosas respecto al 
respeto a la autonomía financiera 
sobre la base ele la competencia 
atribuida al Estado por el art. 
149.1.14 respecto a la Hacienda ge-
neral. Es pertinente recordar a 
modo ele ejemplo: 
- STC ele 2 ele febrero ele 1984. 
El TC considera constitucionalmen-
te correcto las autorizaciones que 
debe conceder el Estado para la 
emisión ele deuda pública por parte 
de las CC.AA (art.14 LOFCA), como 
medios al setvicio de la coordina-
ción. 
- SSTC 63/1986, STC 96/1990, 
STC237/1992 STC171/1996 
STC103/1997. Conjunto de senten-
cias que reconocen la posibilidad 
del Estado de imponer limitaciones 
a la capacidad de las CCAA para 
aumentar las retribuciones de los 
funcionarios públicos. En este sen-
tido la más reciente STC de 1 de 
marzo de 2001, el TC ha llegado a 
decir «que la fijación de tecbos sa-
lariales encuentra su apoyo en la 135 
competencia estatal de dirección de 
la actividad económica general y 
su establecimiento está encamina-
do a la consecución de la estabili-
dad económica y la gradual recu-
peración del equilibrio presupues-
tario». 
Ahora bien, aunque sólo colate-
ralmente estamos tratando aquí el 
tema, habría que dejar apuntado 
que esa constante interpretación 
del principio ele coordinación más 
como un límite a la autonomía fi-
nanciera ele las CC.AA. que como 
un principio con contenido propio, 
también se ha relativizado en otras 
sentencias, al objeto ele que el prin-
cipio ele coordinación no pueda 
dejar vacío ele contenido el princi-
pio ele autonomía (STC 242/1999, 
ele 21 de diciembre o 190/2000, de 
13 ele julio) (5). 
Pues bien si en base a estos ar-
tículos, básicamente el art. 156 y 
149 de la Constitución, se han con-
siderado legítimas las medidas im-
puestas por el Estado sobre la auto-
nomía presupuestaria de las CCAA, 
doctrina que no ha sido considera-
(5) Vid. GARCIA NovoA, C.: "Fundamen-
to de la Ley de Estabilidad Presupuesta-
ria,. PGP, n. 0 27/2001, pág. 165. 
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da contradictoria por el Consejo de 
Estado (Dictamen 19 de enero de 
2001) respecto a la LEP, no parece 
que quepa ninguna duda sobre la 
legitimidad del Estado para impo-
ner un marco general en el que se 
desenvuelva la autonomía presu-
puestaria de las Entidades locales. 
Y en este sentido, también el Dicta-
men del Consejo de Estado fue sufi-
cientemente explícito: «la LEP se 
ajusta al marco constitucional 
vigente, respetando, junto al prin-
cipio de autonomía, el principio de 
suficiencia de las Entidades Lo-
cales». 
111. EL MARCO 
CONSTITUCIONAL 
COMUNITARIO 
El otro principio que se debe in-
cluir en el marco constitucional en 
el que se debe mover la actividad 
financiera de todos los entes que 
integran el sector público, y por lo 
tanto también la Hacienda local, es 
el principio comunitario de soli-
dez fmanciera. 
En efecto, como ha sido destaca-
do por todos lo autores, y por la 
propia exposición de motivos de la 
ley, el fundamento de ésta también 
reside en compromisos internacio-
nales. O más exactamente, el cum-
plimiento de norma comunitarias 
por el Estado español. En efecto, el 
principio de solidez financiera o de 
finanzas públicas sólidas, saneadas, 
se contempla en el art. 4.3 del TCE 
que establece que: «Dichas accio-
nes de los Estados miembros y de la 
Comunidad implican el respeto a 
los siguientes principios rectores: 
precios estables, finanzas públicas y 
condiciones monetarias sólidas y 
balanza de pagos estable». La efica-
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cia de este principio despliega sus 
efectos sobre el poder financiero 
de España, como Estado miembro 
de la UE, a través de medidas de 
disciplina presupuestaria y limita-
ciones al endeudamiento público: 
exigencias de limitación ele déficit 
excesivo y estabilidad financiera. 
Estas limitaciones suponen el res-
peto por parte ele la Hacienda Pú-
blica española al marco jurídico es-
tablecido en los artículos 104, 
104.A, 104B, 109 E y 109 J del TUE 
y al Derecho comunitario derivado, 
dictado por el Consejo en desarro-
llo ele estos preceptos, básicamente 
los Reglamentos comunitarios 
3603/93, ele 13 de diciembre, 
3604/93, ele 13 ele diciembre y 
3605/93, de 22 de noviembre, y los 
Reglamentos 1466/97, ele 7 de julio 
y 1467/97 de 7 de julio. 
El contenido de este marco nor-
mativo se concreta en los siguientes 
puntos: 
-Prohibición del déficit que su-
pere el 3% del PIB. 
-Prohibición del endeudamien-
to neto superior al 60% del PIB. 
- Prohibición de la financiación 
del déficit acudiendo a Bancos cen-
trales o a mecanismos privilegiados 
de colocación de la deuda pública. 
-Prohibición de la llamada asis-
tencia financiera mutua. 
Los reglamentos ele 1997, esta-
blecieron además el tipo de sancio-
nes que se impondrían a los Esta-
dos que incumplieran estas prohi-
biciones, y el procedimiento para 
sanear estos déficit. 
En efecto, a pesar del término 
<<evitará>> que aparece en el artículo 
104 del TUE, se trata de una autén-
tica limitación. El apartado 2 del ar-
tículo 104C establece que la Comi-
sión supervisará la observancia ele 
la disciplina presupuestaria aten-
diendo a dos criterios: si la propor-
ción entre el déficit previsto o real y 
el Producto Interior Bruto sobrepa-
sa un valor de referencia; y si la 
proporción entre la deuda pública 
y el Producto Interior bruto sobre-
pasa un valor ele referencia. Se ad-
mite la superación del valor ele re-
ferencia cuando la proporción des-
cienda continuadamente y se 
aproxime al valor de referencia, 0 
cuando en le caso del déficit públi-
co se sobrepase sólo excepcional y 
temporalmente (déficit coyuntural). 
Los valores de referencia según 
el Protocolo STUE, sobre le proce-
dimiento aplicable en caso ele défi-
cit excesivo, serán: -3 % en lo refe-
rente a la proporción entre déficit 
previsto o real y el producto inte-
rior bruto a precios ele mercado; 
-el 60 % en lo referente a la pro-
porción entre la Deuda Pública y el 
Producto Interior Bruto a precios 
de Mercado. 
Si un Estado miembro no cum-
ple con estos criterios se inicia el 
procedimiento regulado en los 
apartados 3 a 6 del artículo 104C 
del TUE. 
El procedimiento se inicia con 
un informe ele la Comisión sobre el 
incumplimiento de los criterios que 
determinan el déficit público exce-
sivo. Este informe también se pue-
de elaborar en el caso de que exista 
riesgo de déficit. Será preceptivo 
un Dictamen del Comité Monetario 
a que se refiere el art. 109.8C del 
TUE. El Consejo será el que decida, 
sobre la base ele las recomendacio-
nes de la Comisión y las observa-
ciones que formule el Estado 
miembro, si existe déficit público 
excesivo. 
Si se decide que existe déficit 
público excesivo, el Consejo dirigi-
rá al Estado miembro Recomenda-
ciones. El Consejo hará públicas es-
tas recomendaciones si no se han 
seguido por el Estado. De persistir 
en el incumplimiento de las reco-
menclaciones, el Consejo podrá for-
mular una Advertencia, que ele ser 
incumplida podrá dar lugar a las 
sanciones establecidas en el aparta-
do 11 del artículo 104. 
El Reglamento 1466/97, con ob-
jeto ele reforzar la supervisión ele 
las situaciones presupuestarias y ele 
coordinación ele las políticas eco-
nómicas, estableció las normas so-
bre la presentación, contenido y 
examen ele los programas ele esta-
bilidad y convergencia ele los Estac 
dos miembros. 
El Reglamento 1467/97 modificó 
el procedimiento ele déficit excesi-
vo a los efectos ele acelerarlo y sim-
plificarlo, estableciendo un plazo 
ele tres meses para que el Consejo 
decida la declaración ele déficit ex-
cesivo desde la notificación de los 
Estados miembros. La recomenda-
ción dirigida por el Consejo, fijará 
un plazo ele cuatro meses para que 
el Estado miembro adopte medidas 
efectivas. Si no se adoptan estas 
medidas, la formulación de adver-
tencias se adoptarán en el plazo de 
un mes. La decisión de imponer 
sanciones se adoptará en el plazo 
ele dos meses. El citado Reglamento 
también contiene el régimen de las 
sanciones, que consisten en depó-
sitos o multas ele las previstas en el 
apartado 11 del artículo 104. 
Estas limitaciones, ya provoca-
ron a nivel estatal modificaciones 
legislativas, fundamentalmente a 
través ele la ley 11/1996, de 27 de 
diciembre de Medidas de Disciplina 
presupuestaria, y la obligación del 
Estado español de la elaboración 
ele Planes de Estabilidad y Conver-
gencia 
Pero lo que me interesa resaltar 
respecto a este marco general, es 
que el ámbito subjetivo ele aplica-
ción incluye también a las Hacien-
da territoriales. Esto es, no se trata 
sólo ele que el Estado sea el respon-
sable y, por lo tanto, deba de adop-
tar medidas ele Derecho interno 
para que este régimen jurídico se 
cumpla, sino que estos reglamen-
tos, directamente aplicables, inclu-
yen en sus definiciones de sector 
publico a efectos de los límites al 
endeudamiento: a «las instituciones 
u organismos comunitarios, los Go-
biernos Centrales, las autoridades 
regionales o locales, las demás au-
toridades públicas y demás organis-
mos de Derecbo público o empresas 
públicas de los Estado miem.bros>>, y 
asimismo ha definido el concepto 
de <<público>>, a efectos de las no-
ciones ele déficit y superávit, como 
los pertenecientes al sector admi-
nistraciones públicas, que com-
prende la Administración central, 
las Administraciones locales y las 
Administraciones de la Seguridad 
Social. 
Por lo tanto, estos principios son 
directamente limitativos del poder 
financiero de los Estados miem-
bros. En mi opinión, como ya dije 
en otra ocasión, el principio de so-
lidez financiera aparece en nuestro 
ordenamiento como el primer prin-
cipio material de limitación de la 
deuda pública, y por lo tanto, del 
poder financiero, en cuanto a las 
decisiones de combinación ele los 
recursos a la hora de financiar el 
gasto público, que hasta entonces 
sólo aparecían limitados por los 
principios de justicia material del 
sistema tributario y por un princi-
pio formal de legalidad en materia 
de endeudamiento (6). 
(6) NAvARRo FAURE, A.: "Los límites al po-
der financiero español derivados del proceso 
de la Unión Monetaria: las exigencias del 
principio de solidez financiera». En La intro-
ducción de la Moneda Unica Europea en 
España. Dirección del Servicio Jurídico del 
Estado. Madrid, 1999, pág. 185 y ss. 
En efecto, el déficit público, 
como fenómeno que se puede pro-
ducir en el desarrollo ele la activi-
dad financiera de cualquier ente 
con personalidad jurídico-pública, 
consiste en una determinada com-
binación ele los recursos públicos. 
El déficit no es sólo un efecto auto-
mático ele una determinada coyun-
tura económica, sino también una 
decisión política, y hasta ahora jurí-
dicamente posible, ele no financiar 
la totalidad ele los gastos públicos a 
través ele los recursos tributarios o 
patrimoniales. Las normas comuni-
tarias que contienen el régimen ju-
rídico del déficit público excesivo, 
suponen también un límite jurídico 
a las decisiones sobre gasto público 
y sobre los recursos con que finan-
ciarlo. 
Si esto es así, cabe pensar, que 
la LEP puede resultar supérflua en 
la medida en que su existencia no 
es necesaria para otorgar eficacia a 
las citados principios, ya que el 
cumplimiento ele los mismos es di-
rectamente aplicable, y ele hecho, 
los presupuestos del Estado han 
convergido más allá ele las exigen-
cias comunitarias sin necesidad ele 
LEP. Sí es cierto, sin embargo, que 
el régimen jurídico establecido en 
el Texto Refundido ele la Ley Gene-
ral Presupuestaria CLGP) contiene 
determinados preceptos, por ejem-
plo, y sin ir más lejos, todo el régi-
men ele los créditos ampliables, 
que puede dificultar el cumpli-
miento ele este objetivo. Pero para 
corregir las normas contrarias a la 
disciplina presupuestaria que ahora 
se exige, tal vez, hubiera sido más 
correcto una modificación en pro-
funcliclacl ele la LGP, tal como se 
hizo, con el régimen ele la deuda 
pública en el ámbito de la Hacien-
da Local. No se nos oculta, como 
pasó en otros sectores del ordena-
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m os en la Ley de Derechos y Ga-
rantías del contribuyente) que razo-
nes políticas no están ausentes en 
la redacción de estas leyes, aunque 
también es cierto que son precurso-
ras de reformas de la leyes genera-
les en las que sistemáticamente se 
deberían incluir. 
IV. EL MARCO 
LEGISLATIVO. LA LEY 
DE HACIENDAS 
LOCALES, UNA LEY DE 
SEMIESTABILIDAD 
Si este es el marco constitucional 
interno e internacional en el que se 
desarrolla la actividad financiera de 
la Hacienda local, la siguiente cues-
tión sobre la que hay que reflexio-
nar, es hasta qué punto estos lími-
tes ya estaban cubiertos por el régi-
men presupuestario y de la deuda 
pública vigente en la LHL. Esto es, 
qué añade la LEP, y si sería necesa-
rio modificar más preceptos de la 
LHL que los que establece la dispo-
sición adicional de la LEP. 
Respecto al marco presupues-
tario y de endeudamiento fijado 
pot· la LHL y sus posteriores refor-
mas, el primer principio que cabe 
recordar es el de equilibrio presu-
puestario establecido en el artículo 
146.4: «Cada uno de los presupues-
tos que se integran en el Presupues-
to General deberá aprobarse sin dé-
ficit inicial>> . Precisamente ésta era 
la única manifestación positivizada 
en nuestro ordenamiento del prin-
cipio de equilibrio presupuestario. 
En comparación con el principio 
de estabilidad presupuestaria fijado 
en la LEP, hay que manifestar que 
este último, por un lado, no prohi-
be los déficit, aunque se supone 
que en el ámbito local seguirán 
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operando ambos límites, y por otro 
lado, se exige no sólo en la aproba-
ción inicial de los presupuestos, 
sino también en la ejecución y li-
quidación del mismo. 
Sin embargo, todo régimen pre-
supuestario establecido en la LHL, 
también estaba inspirado en el 
mantenimiento de esta nivelación 
inicial. En efecto, en comparación 
con el régimen presupuestarios es-
tatal destaca, por ejemplo, la regu-
lación de los créditos ampliables. 
Así, en el régimen fijado por la LGP 
para el Estado los créditos amplia-
bles pueden derivar de la efectiva 
recaudación de determinados dere-
chos, o del reconocimiento de obli-
gaciones legales específicas del 
ejercicio (este último supuesto ha 
sido ampliamente criticado por la 
doctrina y necesitará sin duda una 
revisión en la futura LGP). Sin em-
bargo, en el caso de la Hacienda 
Local (art. 39 de la LHL y art. 149 
RD 500/1990, de 20 de abril) ya 
sólo era posible ampliar un crédito 
en función de recursos expresa-
mente afectados. 
También en el caso de genera-
ción automática de créditos (art. 
162 LHL y 43 y 44 RD 500/1990) se 
establecen requisitos específicos de 
comprobación de la financiación 
específica del crédito. 
Lo mismo cabe decir del régi-
men de los créditos extraordinarios 
o suplementos de crédito (art. 159 
LHL, art. 39 RD 500/1990) en el que 
se exige una indicación concreta y 
específica de la cobertura. El régi-
men estatal exigía antes sólo una 
indicación genérica, que sin embar-
go ahora se contendrá en el llama-
do Fondo de contingencia. La LHL 
exige una cobertura de estos mayo-
res créditos con recursos específi-
cos: remanentes líquidos de tesore-
ría, nuevos o mayores ingresos 
efectivamente recaudados sobre los 
totales previstos, anulación de 
otros créditos, y excepcionalmente 
cuando se trate de nuevos o mayo~ 
res gastos que expresamente sean 
declarados necesarios y urgentes 
recursos procedentes de operacio~ 
nes de crédito. Pero en este último 
caso, con la limitación de que no 
superen el 5 % de los recursos por 
operaciones corrientes; que la car-
ga financiera no supere el 25 o/o; y 
que las operaciones queden cance-
ladas antes de que se proceda a la 
renovación de la Corporación que 
las concierte. 
Es destacable también en este 
contexto al que he llamado de se-
miestabilidad, el artículo 174, que 
prevé las actuaciones que hay que 
realizar en el caso de liquidación 
del presupuesto con Remanente de 
Tesorería negativo. En este caso, se 
obliga al Pleno a la reducción de 
gastos del nuevo presupuesto por 
cuantía igual al déficit producido, o 
al concierto de operaciones de cré-
dito con entidades financieras (li-
mitación del tipo de deuda para fi-
nanciar el déficit) (art. 49.4). Si no 
se adoptan estas medidas, la ley 
obliga asimismo a aprobar el Presu-
puesto del ejercicio siguiente con 
un superávit inicial de cuantía no 
inferior al repetido déficit. 
Todo este régimen, mucho más 
rígido que el establecido para el 
Estado, ya traslucía la preocupa-
ción por evitar en la medida de lo 
posible la desnivelación del equili-
brio inicial. A este régimen se su-
perpuso también el establecido 
para las operaciones de crédito por 
la ley 50/1998, de 30 de diciembre; 
ley 55/1999, de 29 de diciembre y 
ley 14/2000, de 29 de diciembre. 
De estas modificaciones hay que 
destacar, fundamentalmente, la del 
artículo 54 de la LHL que introduce 
el concepto de ahort·o negativo 
en la liquidación de los presupues-
tos de la Entidad Local, como cir-
cunstancia determinante para exigir 
la autorización del Ministerio de 
Hacienda para concertar operacio-
nes de crédito a largo plazo (7). 
Además el precepto exigía de la 
Corporación la aprobación de un 
plan de saneamiento financiero 
a realizar en un plazo no superior a 
tres años que contenga las medidas 
para llevar a cero el ahorro negati-
vo, que deberá ser presentado jun-
to con la solicitud de autorización. 
Las Corporaciones de más de 
200.000 habitantes pueden optar 
por sustituir estas autorizaciones 
por la presentación de un escena-
do de Consolidación Presupues-
taria, en donde se establezca el lí-
mite máximo de déficit y de endeu-
damiento en un plazo de tres años, 
que deberá asimismo ser aprobado 
por el Ministerio. A estas limitacio-
nes se superponen también, la ne-
cesidad de autorización cuando el 
volumen total del capital vivo de 
las operaciones de crédito superen 
elllO% de los ingresos corrientes. 
Finalmente, la ley 14/2000, con-
templó en el art. 56 de la LHL, 
como instrumento de control técni-
co, el mantenimiento en la Secreta-
ría de Estado de Hacienda de una 
central de riesgos, con información 
procedente del sistema financiero, 
(7) Art. 54.1. ( ... ) "A estos efectos se 
entenderá por ahorro neto de las Entida-
des Locales y sus organismos autónomos 
de carácter administrativo la diferencia en-
tre los derechos liquidados por los capítu-
los uno a cinco, ambos inclusive, del esta-
do de ingresos, y de las obligaciones reco-
nocidas por los capítulos uno, dos y cuatro 
del estado de gastos, minorada en el im-
porte de una anualidad teórica de amorti-
zación de la operación proyectada y de 
cada uno de los préstamos y empréstitos 
propios y avalados a terceros pendientes 
de reembolso,. 
canalizada a través del Banco de 
Crédito Local. 
Todo este régimen, lo mantie-
ne implícitamente vigente la LEP, 
cuya disposición adicional única 
se limita, a modificar los artículos 
54.7 y 146.1 de la LHL. El primero 
de los preceptos citados se modi-
fica a los solos efectos de estable-
cer el cumplimiento de la estabili-
dad por parte de la Entidad local, 
como criterio preferente a tener 
en cuenta para otorgar la autori-
zación de las operaciones de deu-
da. Por su parte, el artículo 146 
que regula el contenido de los 
presupuestos contendrá ahora un 
recordatorio del cumplimiento 
del principio de estabilidad, su-
perpuesto entonces al principio 
de equilibrio que el mismo pre-
cepto sigue recogiendo. 
V. EL MARCO DE LA LEY 
DE ESTABILIDAD 
PRESUPUESTARIA 
Una primera lectura de la LEP, y 
sobre todo de los preceptos que 
modifica, confirman, lo que en un 
principio parecía: esto es, que las 
Haciendas locales estaban en una 
situación de semiestabilidad, que 
no requería excesivas modificacio-
nes para adecuarse al objetivo de 
estabilidad. Sin embargo, hemos de 
recordar que a la Hacienda Local, 
no sólo se le aplican los artículos 19 
a 25 de la LEP, sino que le son apli-
cables también los principios gene-
rales establecidos en el Título I y el 
Título II relativo al equilibrio presu-
puestario de todo el sector público. 
Y a este respecto hemos de des-
tacar, lo que supone de novedoso 
respecto al marco jurídico al que 
hemos hecho referencia. En este 
••• 
sentido, haría especial hincapié en 
lo siguientes aspectos: 
El principio de estabilidad 
presupuestaria. La estabilidad 
presupuestaria es un concepto más 
amplio que el de equilibrio estable-
cido en la LHL, ya que temporal-
mente afecta no sólo a la aproba-
ción inicial del Presupuesto, sino 
también a la fase de ejecución, y 
además referido a un escenario 
plurianual. Desde el punto de vista 
de su ámbito objetivo, el equilibrio 
o el superávit con el que se identifi-
ca la estabilidad se establece en re-
lación con el Sistema Europeo de 
Cuentas. En este sentido, me pare-
cería conveniente, que una modifi-
cación posterior de la LHL, concre-
tará este concepto en el ámbito lo-
cal, para saber, yo creo que sí, si es 
el mismo que el concepto de aho-
rro neto negativo al que antes ha-
cíamos referencia. 
Ambos conceptos en relación 
con el déficit, hacen referencia al 
llamado déficit económico, en el 
que se comparan los gastos con los 
ingresos llamados corrientes. Es de-
cir, que los gastos, restados lo que 
se destinan a la amortización de la 
deuda preexistente, son superiores 
a los ingresos ordinarios. Es decir, 
que un presupuesto estará desequi-
librado cuando haya que acudir a 
nuevas emisiones de deuda por en-
cima de la que se amortiza el pro-
pio año. 
Ahora bien, tanto el concepto de 
déficit en relación a la estabilidad 
presupuestaria como el concepto 
de ahorro neto negativo, son con-
ceptos de déficit menos rígidos que 
el concepto de déficit clásico, que 
consideraba que un presupuesto 
estaba desequilibrado cuando los 
ingresos ordinarios no eran sufi-
cientes para financiar los gastos pú-
blicos. Esto es, el recurso a la deu-
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déficit que implícitamente y por re-
misión contiene la LEP es respecto 
a una determinada cuantía del en-
deudamiento. 
Esta situación es la que provoca-
rá como ya sucedía, que se requie-
ra la autorización de Ministerio para 
contraer crédito, así como que sea 
criterio preferente en la concesión 
de esta autorización el cumplimien-
to del objetivo de estabilidad fijado 
por el Estado. 
Por otro lado, el principio de es-
tabilidad no es tan rígido como el 
principio de equilibrio presupues-
tario clásico, ya que admite los lla-
mados déficit coyunturales en un 
régimen presupuestario de elimina-
ción del déficit estructural. 
El principio de plurianuali-
dad en la elaboración de los presu-
puestos del sector público. Este 
principio será compatible con el 
principio de anualidad presupues-
taria que rige en los presupuestos 
locales, que aparecerá vinculado 
ahora por el objetivo de estabilidad 
fijado por las Cortes Generales refe-
rido a tres ejercicios (art. 8 LEP). 
Esta plurianualiclad ya estaba pre-
sente también en los escenarios de 
consolidación presupuestaria al 
que podían optar la Entidades loca-
les de población superior a 200.000 
habitantes y en los planes de sanea-
miento local. 
En realidad, la forma de enten-
der esta compatibilidad se en-
cuentra en la introducción de un 
procedimiento presupuestario 
previo a la elaboración anual ele 
los Presupuestos Generales del 
Estado, cual es el de la fijación 
del objetivo de la estabilidad y el 
Acuerdo sobre el mismo al que 
tienen que llegar el Gobierno y 
las Cortes. La aprobación y ejecu-
ción del Presupuesto es anual, 
pero su elaboración, aprobación 
y ejecución se encuentran limita-
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das por un Acuerdo que tiene ca-
rácter plurianual (8). 
Hay que tener en cuenta tam-
bién en la interpretación del artícu-
lo 8.1 que el objetivo de estabilidad 
es plurianual, pero de aprobación 
anual. Es decir, todos los años se 
fija para los tres años siguientes un 
objetivo de estabilidad al que se 
debe adecuar la elaboración del 
presupuesto anual. Esto quiere de-
cir, en mi opinión que el acuerdo 
se proyecta a los tres ejercicio si-
guientes pero con carácter provi-
sional en la medida en que será ob-
jeto de revisión todos los años. 
El objetivo ele estabilidad se fija 
conjuntamente con el del estado y 
las Comunidades Autónomas, si 
bien puede ser distinta para las dis-
tintas haciendas territoriales, será 
único en cada uno de los niveles. 
Esto es, habrá un objetivo de esta-
bilidad para el Estado, otro para las 
Comunidades Autónomas y otro 
para las Corporaciones locales. El 
objetivo de estabilidad será distinto 
al equilibrio en la fase de aproba-
ción del presupuesto, en la medida 
en que contemple un determinado 
porcentaje de superávit. 
El ptincipio de transparencia. 
Este se concreta en la información 
suficiente sobre el cumplimiento del 
principio de estabilidad presupuesta-
ria. Parece que la LEP se confonna 
con la copia de la liquidación ele sus 
(8) Art. 8.1 LEP. "En el primer cuatri-
mestre de cada año, el Gobierno, a pro-
puesta conjunta de los Ministerios de Eco-
nomía y Hacienda, y previo informe del 
Consejo de Política Fiscal y Financiera de 
las Comunidades Autónomas en cuanto al 
ámbito de las mismas, fijará el objetivo de 
estabilidad presupuestaria referido a los 
tres ejercicios siguientes, tanto para el 
conjunto del sector público, como para 
cada uno de los grupos de agentes com-
prendidos en el artículo 2.1 de esta Ley». 
presupuestos que debe remitir la 
Corporación. a la Administración del 
Estado y de la Comunidad Autóno-
ma recogida en el attículo 174.5 de 
la LHL y en la información que le 
debe suministrar la Central de ries-
gos del att. 56.1. Sin embargo, será la 
Central de información establecida 
en el att. 24 de la LEP la que, en mi 
opinión sustituye, a la Central de 
riesgos del artículo 56 y en la que se 
concreta el principio de transparen-
cia establecido con carácter general. 
Respecto a este control e infor-
mación, destaca que la LEP no 
haga ninguna referencia al Tribunal 
de Cuentas, que es el órgano que 
tiene atribuida según la Constitu-
ción (art.l36) la fiscalización exter-
na de las cuentas y ele la gestión 
económica ele todo el sector públi-
co, incluidas las Entidades locales y 
de todos los Organismos y socieda-
des de ellas dependientes. 
En la medida en que la función fis-
calizadora del Tribunal ele Cuentas 
(att. 9 LO 2/1982, de 12 ele mayo del 
Ttibunal de Cuentas) se refiere al so-
metimiento de la actividad económi-
co-financiera a los ptincipios de legali-
dad, eficiencia y economía, habría 
sido pettinente atribuir a este órgano 
el control del cumplimiento del objeti-
vo de estabilidad, aunque sólo fuera 
para dar cuenta a las Cottes del grado 
de cumplimiento ele una objetivo por 
ellas mismas aprobado. 
En este sentido, una futura refonna 
de la LHL, pochia incluir en el attículo 
192, en el que se hace referencia al 
contenido de la Memotia que los mu-
nicipios de 50 .. 000 habitantes deben 
acompañar a su Cuenta general, una 
mención expresa al cumplimiento del 
objetivo ele estabilidad (9). 
(9) El art. 190 de la LHL establece que 
se deberá acompañar "Una Memoria de-
El principio de eficiencia en 
la asignación y utilización de los 
recursos públicos. El artículo 6 de 
la LEP, no introduce ningún princi-
pio nuevo en nuestro ordenamien-
to, que no estuviera ya incluido en 
los principios constitucionales de 
asignación equitativa de los recur-
sos públicos, eficacia y economía. 
Con respecto al art. 6.2 de la LEP 
que establece la supeditación de 
cualquier norma jurídica o acto ad-
ministrativo al cumplimiento de la 
estabilidad, sin perjuicio de la efica-
cia que quepa atribuir a tal precep-
to cuando hace referencia a dispo-
siciones legales, en el ámbito de la 
Hacienda local, habrá que tener en 
cuenta, la repercusión de este pre-
cepto en la autonomía del gasto y 
sobre todo, aunque es un tema que 
excede de esta conferencia, el res-
peto a los derechos de los acreedo-
res de la Hacienda local. Esto es, no 
hay que olvidar que dentro del 
marco consWucional también se 
encuentra la seguridad jurídica y el 
principio de tutela judicial efectiva. 
También me gustaría poner de 
manifiesto que el principio de esta-
bilidad y el objetivo de estabilidad 
no se pueden superponer al resto 
de los principios constitucionales, 
antes al contrario, el principio de 
estabilidad es un principio conteni-
do en una ley ordinaria y que apa-
recerá subordinado a los principios 
de justicia material del gasto públi-
co recogidos en el artículo 31.2 de 
la Constitución. 
Ahora bien, el apartado 2 del ar-
tículo 6 contiene un auténtico prin-
cipio novedoso en materia de gasto 
mostrativa del grado en que se hayan cum-
plido los objetivos programados con indi-
cación de los previstos y alcanzados con el 
coste de los mismos». 
público, cual es su supeditación al 
principio de estabilidad. Ya que la 
estabilidad no se pretende alcanzar 
con un aumento de los ingresos 
públicos sino con una limitación 
cuantitativa del gasto público. 
Observesé como las disposiciones 
en materia tributaria no estarían 
afectadas por este principio de es-
tabilidad y, por lo tanto, las normas 
que tuvieran por objeto una dismi-
nución de los ingresos no estarían 
comprendidas en el ámbito del pre-
cepto. 
El objetivo de estabilidad. Un 
elemento nuevo en el régimen pre-
supuestario de la entidad local será 
el objetivo de estabilidad de alcan-
ce plurianual integrado en el Pro-
grama de estabilidad. En el caso de 
la Hacienda Local, el objetivo de 
estabilidad lo fijará el Gobierno, a 
propuesta del Ministro de Hacienda 
y previo informe de la Comisión 
nacional de Administración Local. 
Este objetivo para las entidades lo-
cales se incluye en el acuerdo del 
Consejo de ministros que se remite 
a la Cortes generales para su debate 
y aprobación. 
Este objetivo será el que deban 
cumplir las respectivas Entidades 
Locales en sus correspondiente 
presupuestos. Adviertasé que el ob-
jetivo de estabilidad no se fija para 
la Hacienda Local, como ocurre en 
el caso del Estado, conjuntamente 
con un límite anual de gasto, aun-
que no es dificil deducir que por 
las consecuencias de su incumpli-
miento, las Corporaciones locales, 
con el sistema actual de financia-
ción, normalmente lo lograrán a 
través de contención en el gasto 
público. 
El incumplimiento del objeti-
vo de estabilidad. La ley no prohi-
be el déficit, sino que regula sus 
consecuencias, exige la elaboración 
de un plan económico -financiero a 
medio plazo para su corrección y 
un plan de saneamiento en el caso 
de entidades empresariales. De las 
medidas contenidas en este plan 
dependerá la autorización para rea-
lizar operaciones de crédito. Esta 
norma será la especificación que 
para la Hacienda local establece 
con carácter general el art. 7 de la 
ley, que exige en las situaciones 
excepcionales de déficit la justifica-
ción de sus causas y la formulación 
de un plan económico financiero. 
Entiendo que en las situaciones en 
las que haya que elaborar este plan 141 
de saneamiento, éste absolverá a 
los establecidos en el artículo 54. 
Respecto a la interpretación del 
artículo 22 de la LEP, se ha plantea-
do si el Plan económico financiero, 
es necesario elaborarlo cuando no 
se ha cumplido el objetivo de esta-
bilidad o sólo cuando el presu-
puesto es deficitario. De tal manera 
que si el presupuesto está equili-
brado aunque no se haya cumplido 
el objetivo de estabilidad, no re-
queriría elaborar el Plan (10). 
En mi opinión, será necesario 
elaborar el plan económico- finan-
ciero siempre que no se cumpla el 
objetivo de estabilidad. En primer 
lugar, y en fase de aprobación, por-
que el presupuesto tiene que se-
guir estando aprobado sin déficit 
inicial, en equilibrio. La LEP no ha 
derogado el principio ele equilibrio 
presupuestario, que sigue contem-
plado en la LHL. Por lo tanto, en la 
fase de aprobación sólo cabe la ela-
boración del plan cuando no se 
cumple el objetivo de estabilidad. 
En la fase de liquidación, también 
el incumplimiento del objetivo de 
(1 O) ALVAREZ MARTíNEZ, J.: "Estabilidad 
presupuestaria y Corporaciones Locales». 
Tributos Locales n° 15, 2002. 
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estabilidad, que se supone cumpli-
do en la fase de aprobación, será el 
que determine la elaboración del 
plan. Porque además, en definitiva, 
lo que el artículo 22 pretende es 
que el objetivo de estabilidad se 
cumpla tanto en la fase de aproba-
ción como en la de liquidación, 
existiendo las mínimas divergencias 
posibles, entre la aprobación de un 
presupuesto y su ejecución. 
El cumplimiento del objetivo 
de estabilidad o del plan econó-
mico-financiero se tendrá en 
cuenta para la autorización que 
debe conceder el Ministerio de las 
operaciones de crédito reguladas 
en el artículo 54. Esto es, en aque-
llos casos, ya comentados en los 
que se requiera autorización para 
concertar operaciones de deuda, 
se tendrá en cuenta el objetivo de 
estabilidad, lo cual quiere decir, 
en mi opinión, que el incumpli-
miento del objetivo, sobre todo si 
éste fija un porcentaje de superá-
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vit, no determina automáticamen-
te la denegación de la operación, 
sino que tal cumplimiento será 
uno ele los motivos que permiti-
rán al Estado motivar la autoriza-
ción o denegación. 
Al cumplimiento del objetivo de 
estabilidad se equipara el plan eco-
nómico-financiero que permita la 
desaparición en tres ejercicios ele la 
situación de clesesquilibrio. 
Una sanción específica se esta-
blece en el artículo 11, ya que las 
consecuencias financieras que se 
deriven del incumplimiento de los 
reglamentos comunitarios en mate-
ria de limitación del déficit y que ya 
vimos anteriormente, serán asumi-
das en la parte que corresponda 
por las entidades a las que tal in-
cumplimiento sea de bid o. Esta 
cuestión obviamente tendrá que ser 
objeto de desarrollo, para estable-
cer tanto el procedimiento como la 
distribución de esta consecuencias. 
Pero en cualquier caso, requiere, 
como requisito previo, que el Esta-
do español haya sido sancionado 
porque ele otra manera no existi-
rían consecuencias financieras asu-
mibles por otros entes. 
Todas estas normas, deberán dar 
lugar, no sólo como la propia ley 
establece, a una reforma ele la LGP 
sino que también deberían ser mo~ 
clificados determinados preceptos 
ele la LHL, más allá de las modifica-
ciones establecidas en la disposi-
ción adicional, ya que si bien no 
son incompatibles ambos regíme-
nes, sí que se producen duplicida-
des en determinados conceptos, y 
sobre todo, se introduce un nuevo 
procedimiento, básicamente el es-
tablecimiento del objetivo ele esta-
bilidad, que debería estar recogido 
en el procedimiento presupuestario 
ele la LHL. Espero que la proyecta-
da revisión del sistema de financia-
ción local, prevea el nuevo marco 
de la estabilidad presupuestaria en 
el que se integra la Hacienda Local. 
